EL COMITÉ DE VICTIMAS CONTRA LA IMPUNIDAD DEL ESTADO LARA, A DOS AÑOS DE SU FUNDACIÓN.

La desaparición forzada: un delito del estado

El 28 de noviembre de 2005, a las 12 del medio día, una comisión de funcionarios, llegó a Santa Rosa y se llevó a la fuerza a José Luis Prado, conocido cariñosamente en la comunidad como “El Chencho”.

Llegaron en tres jeep blancos, sin placas, tripulados por unos 12 hombres, penetraron a la casa de la familia Prado apuntándolos a todos con armas cortas y largas. Cuando la madre de José Luis preguntó por qué entraban de esa manera a su hogar respondieron: “buscamos a la rata de Chencho  porque mató a seis guardias nacionales”.

José Luis, de 25 años de edad, padece de cierto grado de retardo mental, no tenía antecedentes penales y  acostumbraba  jugar con los niños del  Barrio con quienes compartía como un chiquillo más.

Los vecinos que presenciaron los hechos aseguran que a José Luis  le amarraron  las manos, le taparon la boca con un tirro, le pusieron una bolsa en la cabeza, lo montaron en la parte de atrás de uno de los jeep y se lo llevaron.

Una situación similar ocurrió con  ARGENIS JESÚS RAMÍREZ VASQUEZ, un joven de 18 años sin antecedentes policiales,  fue interceptado el día 10 de mayo de 2005 en horas del medio día en la calle Bolívar de Los Rastrojos, municipio Palavecino por dos hombres y dos mujeres que se desplazaban en un machito blanco, desde ese día no se supo más de su paradero.  Testigos afirman que un funcionario policial de apellido Magallón, amenazaba de muerte constantemente a Argenis si no le entregaba una suma de dinero mensual, la última vez quería quitarle 200 mil bolívares  y como fue denunciado por la víctima lo cambiaron de la comisaría 13 donde estaba destacado para la fecha.

Estos dos casos son tipificados como desaparición forzada, delito que se caracteriza porque la víctima es privada de libertad por agentes de Estado o personas que no pertenecen oficialmente a los servicios de seguridad, pero actúan bajo las órdenes de las autoridades o con su complicidad.

En Venezuela los casos de DESAPARICIÓN FORZADA han repuntado un incremento del 35% por segundo año consecutivo, en comparación al lapso anterior, según el Informe PROVEA  (octubre 2004-septiembre 2005), los  cuerpos más denunciados fueron la GUARDIA NACIONAL y el  CICPC. 

Es importante señalar que históricamente la desaparición forzada tiene lugar en regímenes que no garantizan la separación de poderes;  es un delito complejo, múltiple y acumulativo ya que atenta contra un conjunto diverso de derechos fundamentales tales como: el derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad personal,  a la justicia y proceso legal, a la libertad de opinión e información, derechos laborales y políticos, derecho a la identidad y a la vida familiar

Pero además constituye un abuso continuo, no sólo contra la víctima, también se extiende a los familiares que sufren en el tiempo el daño de la ausencia de sus allegados desaparecidos, cuya suerte no se esclarece ni el autor comparece ante la justicia, y son privados de la posibilidad de dar por concluida su búsqueda, llorar a sus muertos ni honrar su memoria dándoles sepultura apropiada.

A más de un año de la desaparición de estos jóvenes ni el CICPC, ni la Fiscalía han iniciado las investigaciones. Los familiares en medio de la desesperanza y la incertidumbre no han desistido en la búsqueda. Han recorrido morgues, hospitales, ambulatorios, Defensoría del Pueblo, Fiscalias, cuerpos policiales... también han elevado la denuncia como miembros del Comité de Victimas Contra la Impunidad ante la Fiscalía General, el Ministerio del Interior y Justicia y la Vicepresidencia de la República. Transcurre el tiempo y ninguna  respuesta efectiva, nadie hace nada!! Ninguna institución asume. aún cuando existe una amplia legislación nacional e internacional suscrita por Venezuela  sobre el tema de las desapariciones forzadas.

Estos hechos evidencian, una vez más,  que es  el propio Estado quien sistemáticamente viola nuestros  mas elementales derechos, contradiciendo todas las LEYES DE PAPEL, las cuales si suelen ser implacables y muy efectivas para aplastar los intereses laborales, económicos, políticos y sociales de la gran mayoría desposeída. El Estado representa el verdadero y auténtico terrorismo, ha demostrado fehacientemente con sus actuaciones que está al servicio de la delincuencia y de la impunidad,  sólo sus funcionarios tienen la  libertad para hostigar, torturar, asesinar, desaparecer, enjuiciar  a quienes ven como “enemigos  potenciales”:  las víctimas organizadas para reclamar sus derechos. 

Hoy, a dos años de la Fundación del Comité de Victimas Contra la Impunidad, y  a un año de la conformación de la Red Nacional de Comites de Victimas queremos rendir tributo

A las miles de madres anónimas obligadas por sus condiciones materiales a convivir con la amenaza de sus verdugos y que en una realidad absoluta de desamparo lloran a sus hijos asesinados impunemente y temen por los que aún están vivos.

A los  cientos de miles de niños huérfanos de padres y madres abatidos por la violencia. 

A los más de 276 mil trabajadores víctimas de accidentes ocupacionales, y particularmente a los 70 ex trabajadores del SISTEMA HIDRÁULICO YACAMBÚ QUIBOR a quienes la EMPRESA DELL ACQUA lanzó sin contemplaciones a la calle por padecer de enfermedades ocupacionales y no conforme con ello, en complicidad con los tribunales del país les ROBA LA INDEMNIZACIÓN QUE POR DERECHO LES CORRESPONDE.

A nuestros compañeros de la Red Nacional de Comités de Victimas Contra la Impunidad  que por organizarse para denunciar los ajusticiamientos en los estados Guárico, Aragua, Falcón, Anzóategui y Bolívar, son acosados  por los cuerpos de seguridad y sus sicarios para policiales.

A los más de 400 penados y procesados asesinados en las cárceles durante el año 2005, y a los que la violencia  sumó a las estadísticas en el presente año.

A los más de 300 trabajadores del campo y líderes campesinos asesinados en manos de sicarios.

A los miles de procesados que permanecen confinados en las cárceles, victimas de torturas y tratos infrahumanos.

Y ALERTAMOS UNA VEZ MÁS QUE LOS RESPONSABLES DE ESTOS ABUSOS  INVARIABLEMENTE SIGUEN LIBRES, GOZANDO DE GARANTIAS Y BENEFICIOS PARA  VOLVERLO A HACER.

Ante tanta violencia   del Estado, ante tanta impunidad Es hora de recuperar el control sobre nuestras propias vidas, nos corresponde a nosotros librar una cruzada por la vida, el llamado es a organizarnos de manera independiente para alzar  nuestra protesta contra todos estos atropellos. Buscamos el objetivo de la unificación de las  luchas en Lara y en todo el país, unificación que sólo alcanzaremos si se extiende la solidaridad y el apoyo efectivo superando los intereses parciales, coyunturales y  oportunistas.

¡BASTA DE ATROPELLOS. ORGANIZATE Y LUCHA, SOLO CON LA UNION COMBATIVA DE LAS VICTIMAS PODREMOS ALCANZAR NUESTRAS REIVINDICACIONES!

